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La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible reconoce a la igualdad de género y el empode-
ramiento de mujeres y niñas como un objetivo transversal, y a través del Objetivo de Desarro-
llo Sostenible (ODS) 5 busca poner fin a la discriminación, la violencia en el ámbito público y 
privado, y a todas las formas de explotación que afectan a las mujeres y las niñas a nivel mun-
dial y que les impide el acceso y ejercicio de sus derechos humanos y una participación plena, 
efectiva e igualitaria en la sociedad (Naciones Unidas Asamblea General, 2015). En este mar-
co de acción, la Iniciativa Spotlight busca prevenir, responder y sancionar la violencia contra 
las mujeres y las niñas (VCMN) desde un enfoque integral e interseccional. Para alcanzar este 
objetivo, el Programa Regional para América Latina de la Iniciativa Spotlight lleva a cabo una 
serie de estudios multidimensionales, liderados por el Programa de Naciones Unidas para el 
Desarrollo (PNUD), en colaboración con la Entidad de las Naciones Unidas para la Igualdad de 
Género y el Empoderamiento de las Mujeres (ONU Mujeres) y el Fondo de Población de las 
Naciones Unidas (UNFPA, por sus siglas en inglés), agencias implementadoras del Programa. 
Los estudios están orientados a profundizar y/o generar conocimientos sobre aspectos de la 
VCMN y el femicidio/feminicidio, poco explorados hasta el momento, así como su relación 
con fenómenos emergentes como el crimen organizado (Unión Europea, UN Women, UNDP, 
y UNFPA, 2019, p. 78), y otros como los movimientos masivos de migrantes, la violencia cróni-
ca, las desapariciones, la pobreza multidimensional, todos desde la perspectiva de seguridad 
ciudadana, género y derechos humanos.

El presente estudio, “Normativa penal y los instrumentos de política pública para ajustar la le-
gislación según los Protocolos de Palermo”, se enmarca en el Pilar 1 del Programa Regional y 
tiene por finalidad proveer recomendaciones a los Estados para fortalecer el marco normativo 
y regulatorio para la persecución y sanción de la VCMN. Fue elaborado por Chiara Marinelli, 
investigadora de la Pontificia Universidad Católica de Perú. Contribuyeron a revisar y enriquecer 
el estudio personas integrantes de un Comité Técnico Asesor (CTA), constituido por un equipo 
especializado del PNUD, personas expertas y reconocidas de la academia y del Grupo de Re-
ferencia de la Sociedad Civil (GRSC) del Programa Regional de Spotlight en América Latina y 
por miembros del Sistema de Naciones Unidas (SNU), a saber, ONU Mujeres, UNFPA, y otras 
agencias asociadas como la Oficina de las Naciones Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC, 
por sus siglas en inglés), Organización Internacional para las Migraciones (OIM), Alto Comisio-
nado de las Naciones Unidas para los Refugiados (ACNUR), Fondo de las Naciones Unidas para 
la Infancia (UNICEF) y Comisión Económica para América Latina y el Caribe (CEPAL). El CTA es 
parte de la arquitectura de investigación multidimensional de esta innovadora experiencia de 
construcción colectiva de conocimiento entre agencias comprometidas al más alto nivel para 
eliminar la VCMN y el femicidio/feminicidio bajo el compromiso, incentivado por Spotlight, 
de funcionar como “una sola ONU” y de incluir a la sociedad civil, para no dejar a nadie atrás.

El objetivo central del estudio es generar conocimiento basado en la evidencia sobre cómo 
Colombia, Costa Rica, El Salvador, Guatemala, Honduras, México, Panamá y Perú, incorporan 
el vínculo entre el crimen organizado y la VCMN en sus instrumentos normativos y de política 
pública, a fin de establecer recomendaciones a nivel nacional y regional, para ajustar y unifor-
mizar dicha legislación según los estándares internacionales de derechos humanos, VCMN y la 
lucha contra el crimen organizado. Para alcanzar este propósito, se identificaron cuatro objetivos 
específicos: 1) comprender a profundidad la relación entre el crimen organizado y la VCMN a 
nivel nacional y regional, generando evidencia sobre este nexo y sus diversas manifestaciones; 
2) identificar en qué medida el marco regulatorio de la política pública de los países seleccio-
nados recoge el vínculo entre el crimen organizado y la VCMN, así como su concordancia con 
la Convención contra la Criminalidad Organizada Transnacional, los estándares de derechos 
humanos y VCMN; 3) identificar las buenas prácticas en materia de prevención y persecución 
de las manifestaciones de esa VCMN en ese contexto, así como las oportunidades de mejora 
a nivel regulatorio, institucional y presupuestario; y 4) brindar recomendaciones basadas en la 
evidencia a nivel regional y nacional, con el objetivo de fortalecer y uniformizar el marco nor-
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comisión de delitos graves no parece conside-
rar las causas y manifestaciones de la VCMN 
cometidas por las agrupaciones criminales, 
ni las profundas implicaciones que este fenó-
meno general tiene en la vida y el desarrollo 
de las mujeres y las niñas (CIDH, 2019, para. 
159 y 199; Cuarta Conferencia Mundial sobre 
la Mujer, 1995, para. 124.d; UNODC, 2015, p. 
7). La Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos (CIDH) advierte que “en países atra-
vesados por violencia estructural y con altos 
índices de criminalidad, la VCMN ejercida en y 
resultado de este contexto pasa desapercibida: 
si bien la violencia contra ellas es conocida por 
las autoridades, subsisten carencias en cuan-
to a su abordaje específico” (2019, para. 198). 

Por ello, se requiere un estudio que analice la 
relación entre el crimen organizado y la VCMN 
y sus diversas manifestaciones, y proponga 
recomendaciones para mejorar el marco nor-
mativo y regulatorio para una mejor protec-
ción de las mujeres y las niñas. La necesidad 
de una investigación de esta naturaleza ha 
sido reconocida por la Oficina de Naciones 
Unidas contra la Droga y el Delito (UNODC), 
señalando la importancia de recoger y anali-
zar datos respecto de las formas indirectas de 
VCMN, lo cual incluye al crimen organizado y 
otras formas de criminalidad, así como infor-
mación de las políticas públicas adoptadas 
por los Estados para hacer frente a estos nue-
vos riesgos que corren las mujeres y las niñas 
(2015, paras. 9–11). En el ámbito europeo, el 
Consejo de Europa (CoE) se pronunció en el 
mismo sentido, incorporando en sus investiga-
ciones priorizadas aquellas que conciernen a 
la relación específica entre crimen organizado 
y la explotación sexual (2001, para. 62). Resul-
ta, entonces, no solo necesario sino también 
pertinente profundizar el nexo entre el crimen 
organizado y la VCMN desde una investigación 
basada en la evidencia, que proporcione infor-
mación cualitativa sobre la realidad regional y 
recomendaciones para mejorar la protección 
de las mujeres y las niñas. 

Marco metodológico 

El estudio empleó una metodología teóri-
co-práctica que incluye, por un lado, un aná-
lisis de escritorio de literatura relevante, así 

mativo penal y de política pública de los países 
en materia de crimen organizado y VCMN.

La problemática del crimen organi-
zado y la violencia contra las mujeres 
y las niñas

La VCMN es un fenómeno ampliamente ex-
tendido: el 35,6% de mujeres en el mundo 
han experimentado en algún momento de su 
vida violencia física o sexual por parte de su 
pareja o violencia sexual de alguien distinto a 
su pareja (OMS, 2013, p. 20). El Observatorio 
de Igualdad de Género de América Latina y el 
Caribe registra más de 3.500 femicidios/fe-
minicidios en el 2018, con las tasas más altas 
en El Salvador, Honduras, Guatemala y Repú-
blica Dominicana (2020). Esta situación se ha 
visto agravada por distintos fenómenos que 
han incrementado la vulnerabilidad de las mu-
jeres y las niñas ante la violencia: entre ellos, 
los procesos migratorios que en Centroamé-
rica ven a un 50,3% de mujeres y niñas como 
protagonistas, y en México un 49,9% del total 
de migrantes; y el crimen organizado (el cual 
incluye la violencia generada entre pandillas, 
maras y otros formas delincuenciales) que ha 
llevado a la región a tasas de entre 40 y 50 ho-
micidios por cada 100.000 habitantes (Asmann 
y O’Reilly, 2020; Organización Internacional 
para las Migraciones, 2020).

La VCMN perpetrada por el crimen organizado 
no solo se manifiesta a través de los femicidios/
feminicidios, sino que comprende un conjunto 
de delitos que muchas veces pasan desaperci-
bidos, son normalizados o no son relacionados 
con cuestiones de género. Las organizaciones 
criminales reflejan y acrecientan la estructura 
patriarcal de la sociedad y las construcciones 
de masculinidad negativa según las cuales el 
hombre debe demostrar poder y control sobre 
el otro. Las mujeres y las niñas, así como sus 
cuerpos, son espacios donde se manifiestan 
estas construcciones sociales. En ese sentido, 
la VCMN perpetrada por el crimen organizado 
no solo busca generar un beneficio económico 
o de otra índole para estas agrupaciones, sino 
que es un instrumento de control y demostra-
ción de poder. A pesar de ello, el enfoque tra-
dicional de persecución del crimen organizado 
a partir de la estructura de la organización y la 
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y dos reuniones finales con la participación de 
expertas y expertos nacionales, regionales e 
internacionales. 

Principales resultados

La VCMN es un fenómeno complejo, multicausal 
y multifacético con consecuencias en la esfera 
individual, comunitaria y social, afectando tan-
to a la víctima como a su entorno, ya sea este 
próximo o entendido en términos amplios como 
la sociedad en su conjunto (CIDH, 2015, para. 
120). La VCMN perpetrada por la criminalidad 
organizada y sus diferentes manifestaciones 
es una de las formas de violencia comunitaria 
ejercida en el ámbito público (Convención de 
Belém Do Pará, 1994, art. 2). En ese sentido, el 
crimen organizado (i) refleja la estructura pa-
triarcal y las masculinidades negativas del con-
texto social, con actos de VCMN al interior de 
la organización criminal; (ii) perpetra actos de 
VCMN, en sus diversas manifestaciones, como 
delito-renta, herramienta de control social, y/o 
medio de manifestación del poder; y, (iii) acre-
cienta la VCMN en la sociedad al desencadenar 
procesos que incrementan la vulnerabilidad 
de mujeres y niñas, como el desplazamiento 
forzado, la migración interna y transnacional, 
etc. (Baires Escobar, 2020. Entrevista; CEDAW, 
2013, para. 4; CIDH, 2019; Grupo de Lucha 
contra la Trata de Personas del Ministerio del 
Interior, 2021. Entrevista; Moreno Laureano y 
De la Cruz, 2021. Entrevista). 

La relación entre las mujeres y niñas y las or-
ganizaciones criminales deriva en situaciones 
de instrumentalización y victimización, puesto 
que son percibidas como objetos y sus cuer-
pos y sus vidas son el territorio donde se pro-
ducen ajustes de cuentas mediante el uso de 
la violencia y a través de femicidios/feminici-
dios (Alvarado Sorto et. al., 2020. Entrevista; 
Bolaños Vásquez et. al., 2021. Grupo Focal con 
expertas de El Salvador y Panamá). A pesar de 
ello, la normativa de los diversos países no re-
conoce, de manera expresa y generalizada, a 
la criminalidad organizada como posible actor 
perpetrador de la VCMN. Solamente El Salvador, 
México, Panamá, Perú y República Dominicana 
han incluido a la violencia comunitaria y en el 
ámbito público en sus marcos normativos. De 
igual modo, la mayor parte de las normas pro-

como un mapeo y análisis de la estructura y 
contenido del marco regulatorio de los diver-
sos países sobre crimen organizado, VCMN, 
trata de personas, y niñez y adolescencia. En 
total se revisaron 292 instrumentos correspon-
dientes a los 9 países del estudio. Y, por el otro 
lado, un trabajo de campo para la recolección 
de evidencias y la validación de los resultados 
del estudio a nivel de los Estados y las institu-
ciones focalizadas, así como las expertas y los 
expertos locales, regionales e internacionales 
en la materia. 

La recolección de evidencias a nivel estatal 
incluyó cuestionarios autoadministrados y 
entrevistas bilaterales. Para ello, se contó con 
la colaboración de las Secretarías o Minis-
terios de Seguridad, Gobernación o Interior, 
por depender de ellos las diferentes unidades 
policiales que participan de la investigación y 
persecución del crimen organizado y la VCMN; 
los Ministerios Fiscales, en cuanto dirigen la 
acción penal y conocen de la casuística nacio-
nal en materia de crimen organizado y VCMN; 
y las Instituciones Gubernamentales de lucha 
contra la trata de personas, por ser este un 
delito pluriofensivo, en cuyo proceso criminal 
convergen distintas manifestaciones del crimen 
organizado y VCMN. En total se remitieron 36 
cuestionarios autoadministrados, consideran-
do 3 instituciones por país, recibiéndose 24 
cuestionarios completos. Además, se realiza-
ron 27 entrevistas semiestructuradas a acto-
res claves en la investigación, persecución y 
sanción del crimen organizado, la VCMN y la 
trata de personas. 

El estudio también incluyó un proceso de va-
lidación con representantes de la academia 
y la sociedad civil de cada uno de los países 
seleccionados. Se realizaron tres grupos foca-
les con 9 expertas y expertos de Costa Rica, 
El Salvador, Guatemala, Honduras, Panamá y 
Perú. Estos se organizaron de forma tal que 
participaron personas de, por lo menos, dos 
países, lo cual permitió la creación de nexos 
entre las y los participantes y el intercambio 
de información y buenas prácticas nacionales 
o locales. Finalmente, se contó con una etapa 
de devolución de resultados y recolección de 
sugerencias finales, realizándose tres reunio-
nes de devolución de resultados y recopilación 
de comentarios con representantes estatales, 
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de personas, entre otras tareas. Esta distribu-
ción de roles se encuentra determinada por los 
estereotipos y los roles de género asociados a 
las mujeres (Norza-Céspedes, González-Rojas, 
Moscoso-Rojas, y González-Ramírez, 2012, p. 
352; Pieris, 2014, p. 26 y 43; Urón Durán, 2021. 
Entrevista). Estos roles, además, ponen a la 
mujer en una situación de mayor exposición 
ante las acciones de las fuerzas públicas, re-
sultando en mayores detenciones y sanciones 
(Bolaños Vásquez et al., 2021. Grupo focal con 
expertas de El Salvador y Panamá; Samayoa 
Sosa et al., 2021. Grupo Focal con expertas y 
expertos de Guatemala y Perú). 

Ante esta realidad, el análisis normativo iden-
tifica que la mayor protección se ha otorga-
do a las víctimas de trata de personas. Así, 
Costa Rica, El Salvador, Honduras, México y 
Panamá establecen la no punibilidad penal o 
administrativa de las víctimas de trata de per-
sonas que hayan cometido delitos, faltas o in-
fracciones a las normas penales o migratorias 
durante el proceso de trata, a consecuencia 
de este o por su condición de víctima de este 
delito. No se observa, sin embargo, la misma 
protección en el caso de las mujeres que co-
meten delitos en el marco de la criminalidad 
organizada por situaciones que afectan su 
libre consentimiento. 

En estos casos, solamente Costa Rica, 
Colombia y México cuentan con una 
normativa que permite a las y los ope-
radores jurídicos atenuar la pena en el 
caso cuando se compruebe que la mujer 
se encontraba en un estado de vulnerabi-
lidad por, entre otros, pobreza, por tener 
bajo su responsabilidad el cuidado y la 
manutención de familiares dependientes, 
por discapacidad o por ser víctima de 
violencia de género, y que esta situación 
haya influido en la comisión del delito.

Otra de las problemáticas transversales a la 
región es aquella relativa a la captación o re-
clutamiento de niñas, niños y adolescentes 
por parte de las organizaciones criminales, 
así como su uso para la comisión de delitos. 
Las niñas, niños y adolescentes se encuen-
tran usualmente en la base de la estructura 

cedimentales, como los protocolos y guías de 
actuación, no contienen referencias al crimen 
organizado como perpetrador de la VCMN, ni 
establecen parámetros de actuación específico 
para este tipo de casos. 

El estudio también ha identificado una falta de 
conocimiento de la estructura interna de las 
organizaciones criminales, lo cual hace difícil 
la identificación del rol de la mujer dentro del 
crimen organizado, así como las manifestaciones 
de VCMN perpetradas por estas agrupaciones. 
La información existente parte de estudios de 
casos y de la experiencia profesional de las y 
los operadores de los sistemas de persecución 
y administración de justicia. A partir de este 
conocimiento parcial, se ha podido establecer 
que las mujeres generalmente ingresan a estas 
organizaciones por dos motivos: la relación 
familiar o de pareja con miembros varones de 
las agrupaciones, y por la presencia o control 
del territorio por parte de las agrupaciones 
criminales (Bartels Calderón, 2020. Entrevista; 
Escalón Fuentes, 2020. Entrevista; Hernández 
Hernández, 2020. Entrevista; Herrmannsdorfer 
y Remellini, 2020. Grupo Focal con expertas 
de Costa Rica y Honduras; Morales Ocampos, 
2020. Entrevista). 

En ambos casos, existe una instrumentaliza-
ción y subordinación general de las mujeres en 
las organizaciones criminales que reproducen 
los cánones y roles de la sociedad patriarcal 
(Castro Gutiérrez, 2020. Entrevista; Herrman-
nsdorfer y Remellini, 2020. Grupo Focal con 
expertas de Costa Rica y Honduras; Samayoa 
Sosa et. al., 2021. Grupo Focal con expertas y 
expertos de Guatemala y Perú). Las mujeres 
suelen ubicarse en la base de la organización 
criminal y tienen un rol limitado, posiciones 
accesorias, de colaboración y sin liderazgo 
(Escalón Fuentes, 2020. Entrevista; Monte-
negro Guevara, 2020. Entrevista; Palacios, 
2020. Entrevista). Por ejemplo, son parte del 
lavado de activos mediante la compraventa 
de terrenos y bienes; se utilizan sus números 
celulares y de cuentas bancarias para el cobro 
de extorsiones; se les envía a entregar la nota 
extorsiva o el cobro del dinero; se les encar-
ga el ingreso de drogas y otros insumos a las 
cárceles; se ocupan del cuidado de la orga-
nización criminal a través de las labores del 
hogar; son las captadoras de víctimas de trata 
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persecución de la organización criminal, lo 
cual genera situaciones de inseguridad y re-
victimización. 

Ahora bien, el estudio también ha identificado 
que la VCMN al interior de las organizaciones 
criminales y aquella cometida por el crimen 
organizado es aún un fenómeno muy poco ex-
plorado a nivel regional. En ese sentido, existen 
un gran número de casos de VCMN que no lle-
gan al sistema de administración de justicia o 
que no son procesados como tales por las y los 
operadores (Baires Escobar, 2020; Herrmanns-
dorfer y Remellini, 2020. Grupo Focal con ex-
pertas de Costa Rica y Honduras; Hinojosa y 
Cabrera, 2020. Entrevista). Durante el trabajo 
de campo, se ha podido determinar que el femi-
cidio/feminicidio, las desapariciones y la trata 
de personas y delitos conexos, son los tipos de 
VCMN de los que existe mayor conocimiento.

Los femicidios/feminicidios, a nivel de crimen 
organizado, son utilizados como métodos de 
castigos o venganza contra las mujeres o, de 
manera simbólica, para reafirmar el poder de la 
organización criminal frente a las demás orga-
nizaciones rivales, el Estado o la sociedad (Bai-
res Escobar, 2020. Entrevista; Custodio Boteo, 
2021. Entrevista; Escalón Fuentes, 2020. Entre-
vista). Se relatan casos de muerte de mujeres 
por el involucramiento en los intereses de las 
pandillas, incumplimiento de órdenes, haber 
entregado a alguien a la organización rival, 
haber recurrido o colaborado con la justicia, 
o incluso por iniciar una relación sentimental 
con alguien ajeno a la organización criminal o 
no aceptar la relación de pareja con un miem-
bro de la agrupación criminal (Alvarado Sorto 
et al., 2020. Entrevista; Herrmannsdorfer y 
Remellini, 2020. Grupo Focal con expertas de 
Costa Rica y Honduras; Márquez Pitti, 2020. 
Entrevista; Morales Ocampos, 2020. Entrevis-
ta; Murgas Moreno, 2021. Entrevista; Palacios, 
2020. Entrevista). La violencia simbólica se re-
fleja, además, en el uso de la violencia extre-
ma contra la mujer antes de la muerte y sobre 
su cuerpo después de la muerte, así como los 
lugares y las formas en que son abandonados 
los cuerpos (Castro Gutiérrez, 2020. Entrevista; 
Chávez Villanueva, 2021. Entrevista). 

Frente a esta realidad, el avance en la región es 
irregular. En algunos países, como El Salvador 

criminal, siendo utilizados para funciones de 
cobro de extorsión, recojo de nota extorsiva, 
señuelo, venta de droga al menudeo, sicaria-
to, entre otras tareas (Custodio Boteo, 2021. 
Entrevista; Samayoa Sosa et al., 2021. Grupo 
Focal con expertas y expertos de Guatemala 
y Perú). Esto se debe, principalmente, a que 
los sistemas de justicia juvenil plantean san-
ciones menores, así como a la facilidad de su 
captación mediante la amenaza y la violencia, 
hacia ellas y sus familiares (Bolaños Vásquez 
et al., 2021. Grupo Focal con expertas de El 
Salvador y Panamá; Murgas Moreno, 2021. 
Entrevista). Ante esta realidad, el avance en 
materia de política de persecución del crimen 
organizado y de política de protección de la 
niñez es contradictorio. 

Países como Colombia, El Salvador, Gua-
temala, Honduras, México, Panamá y 
República Dominicana, han establecido 
como delito o agravante el reclutamiento 
forzoso o el uso de niñas, niños y ado-
lescentes por parte de las organizacio-
nes criminales para la comisión de deli-
tos. Esto refleja el reconocimiento de la 
gravedad de la explotación de personas 
menores de edad por parte de las organi-
zaciones criminales para la consecución 
de sus fines. 

No obstante, la política de protección otorga-
da a las niñas, niños y adolescentes reclutados 
o utilizados por las organizaciones criminales 
para la comisión de delitos no sigue la misma 
lógica. En varios países, como son El Salvador, 
Honduras y República Dominicana, la comisión 
de delitos relacionados con la criminalidad 
organizada, como pueden ser el homicidio, la 
extorsión, el secuestro, los atentados contra la 
libertad individual, la violación y agresión sexual, 
entre otros; implican que se apliquen sanciones 
más drásticas a los niños, niñas y adolescentes 
y/o se limiten los beneficios a los que pueden 
acceder como las medidas alternativas al in-
ternamiento (Caicedo Delgado, 2015; Perdes 
Bromfields, 2020. Entrevista). Finalmente, los 
sistemas de persecución y administración de 
justicia muchas veces condicionan el acceso a 
determinados beneficios a que la niña, el niño 
o adolescente brinde información útil para la 
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El Salvador, República Dominicana y en alguna 
medida México, con los fondos necesarios o 
las normas específicas que permiten emplear 
recursos para su atención y protección.

Recomendaciones

Para las instituciones gubernamentales nacio-
nales y regionales:

•  Uniformar los marcos jurídicos naciona-
les para fortalecer la cooperación y perse-
cución de la VCMN en el ámbito del crimen 
organizado. Especialmente, se requiere el 
reconocimiento de la violencia comunitaria 
y en el ámbito público como una forma de 
VCMN, así como la tipificación de sus di-
versas manifestaciones, tanto en la norma-
tiva penal como en los protocolos y guías 
institucionales.

•  Adecuar la tipificación del delito de fe-
micidio/feminicidio acorde a los estánda-
res internacionales, incluyendo las diversas 
manifestaciones y características de este 
delito en el marco del crimen organizado y 
siguiendo los lineamientos de la Ley Mode-
lo Interamericana para Prevenir, Sancionar 
y Erradicar la Muerte Violenta de Mujeres 
y Niñas (Femicidio/Feminicidio).

•  Aplicar criterios de no punibilidad a las 
mujeres que cometen delitos con un con-
sentimiento viciado por las amenazas o la 
violencia ejercida por la organización cri-
minal, mara o pandilla. Se recomienda se-
guir lo dispuesto para las víctimas de trata 
de personas, las cuales no son punibles por 
los delitos o infracciones administrativas 
cometidas durante o a consecuencia del 
proceso de trata. 

•  Identificar las necesidades diferenciadas 
de protección que requieren las mujeres 
víctimas de violencia en el marco de las or-
ganizaciones criminales, y diseñar medidas 
específicas que respondan a dichas nece-
sidades, incorporándolas a los protocolos 
de actuación vigentes.

•  Diseñar, aprobar e implementar una po-
lítica de prevención y protección para las 

y Perú, hay un reconocimiento expreso de este 
tipo de violencia como una forma de violencia 
comunitaria contra mujeres y niñas. En otros, 
como Panamá y Guatemala, registran un apor-
te innovador en la expansión y especificación 
del delito de femicidio, tipificando manifesta-
ciones del delito especialmente relacionadas 
con la criminalidad organizada. Mientras que, 
Honduras, Panamá, Guatemala y México han 
incluido agravantes para los casos de femini-
cidios que incluyen lesiones o mutilaciones 
a la víctima o a su cadáver, o la exposición o 
exhibición pública del cuerpo de la víctima. 

Otra de las manifestaciones de la VCMN que ha 
surgido como una constante a nivel regional es 
la desaparición de mujeres y niñas, señalándose 
preocupantes correlaciones entre las desapari-
ciones, el crimen organizado y la trata de per-
sonas (Alvarado Sorto et al., 2020. Entrevista; 
Ramírez Rodríguez, 2020. Entrevista; Romero 
Pacheco, 2020. Entrevista; Salazar Elizondo, 
2020. Entrevista). Además, la desaparición de 
mujeres y niñas muchas veces precede o encu-
bre casos de femicidio/feminicidio. Al respecto, 
algunos países como Guatemala y México han 
creado mecanismos específicos de búsqueda de 
mujeres desaparecidas, que incluyen equipos 
locales y protocolos de acción rápida.

Finalmente, para la prevención y persecución 
de la VCMN por parte de la criminalidad orga-
nizada, así como para la atención y protección 
a las víctimas, y la ejecución de las políticas 
públicas en la materia, es necesario contar con 
recursos financieros adecuados. Sin embargo, 
actualmente el mayor avance corresponde a 
los fondos de atención y protección para las 
víctimas de trata de personas. Estos obtienen 
recursos a través de: (i) impuestos específicos 
a la venta o alquiler de videos de categoría X 
para adultos e impuestos de salida del país, 
existentes en Colombia, Costa Rica y Panamá; 
(ii) la promoción de las donaciones de personas 
naturales y jurídicas a través de deducciones 
tributarias, adoptadas por El Salvador y Costa 
Rica; y, (iii) normas específicas que asignan a 
los Fondos, los bienes incautados a las organi-
zaciones criminales de trata de personas, como 
es el caso de Colombia, Costa Rica, El Salvador, 
Honduras, México, Panamá y Perú. En cambio, 
para los casos de mujeres y niñas víctimas de 
violencia por parte del crimen organizado, solo 
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decomisados a las organizaciones crimina-
les que cometen VCMN.

Para las organizaciones internacio-
nales, las organizaciones no-guber-
namentales y la academia:

•  Impulsar el reconocimiento de la crimina-
lidad organizada como posible perpetrador 
de la VCMN y fomentar su inclusión en las 
normas, reglamento y protocolos de actua-
ción de las distintas instituciones encarga-
das de la persecución del delito, así como 
de la protección de las mujeres y niñas. 

•  Fomentar estudios sobre el rol de las 
mujeres en las organizaciones criminales, 
sus formas de reclutamiento, las causas 
sociológicas que las impulsan y/o fuerzan 
a colaborar con las agrupaciones crimina-
les, maras o pandillas, así como la violencia 
que sufren al interno de ellas. 

•  Promover la inclusión de variantes esta-
dísticas específicas a nivel de los sistemas 
de información de las instituciones de ad-
ministración de justicia, a fin de conocer 
los roles que las mujeres detenidas tenían 
en el grupo criminal, para promover nor-
mativa adecuada para su protección y re-
integración.

•  Realizar investigaciones basadas en la 
evidencia, que incluyan un estudio de ca-
sos y recolección de información en cam-
po, para entender la problemática que 
concierne a la relación entre niñas, niños 
y adolescentes y el crimen organizado en 
los diversos países de la región. Impulsar, 
especialmente, estudios sobre el rol de las 
niñas y mujeres adolescentes en el marco 
de las organizaciones criminales y las pan-
dillas, así como los efectos que tienen so-
bre ellas la presencia de familiares adultos 
y adultas en estas agrupaciones.

•  Promover y realizar investigaciones ba-
sadas en la evidencia para conocer la real 
dimensión del fenómeno de las desapari-
ciones de mujeres y niñas asociadas al cri-
men organizado, la trata de personas y el 
femicidio/feminicidio.

niñas, niños y adolescentes en el marco de 
las organizaciones criminales, maras o pan-
dillas. Se recomienda que la normativa tome 
en cuenta las causas que las y los llevan a 
adherir a estas agrupaciones, así como los 
procesos de reclutamiento forzado y/o ins-
trumentalización.

•  Adoptar un marco normativo que per-
mita la actuación urgente y coordinada de 
todos los actores institucionales responsa-
bles en casos de desapariciones de muje-
res y niñas, implementando mecanismos 
de actuación rápida, equipos locales de 
búsqueda, y órganos específicos para el 
seguimiento de los casos. 

•  Capacitar a las y los operadores de 
cada institución en la temática de VCMN 
y crimen organizado, para comprender el 
fenómeno, sus diversas manifestaciones, y 
poder fortalecer sus procedimientos opera-
tivos. Especialmente, se requiere fortalecer 
los procesos de capacitación y actuación 
en los casos de desaparición de mujeres y 
niñas, y su relación con la trata de perso-
nas y el crimen organizado.

•  Repensar la estructura y organización de 
las instituciones de persecución del delito a 
fin de que reflejen la realidad compleja del 
crimen organizado y la VCMN. Se recomien-
da la creación de equipos de investigación 
multidisciplinarios conformados por unida-
des policiales y fiscales de distintas espe-
cialidades, así como el establecimiento de 
procesos de coordinación, colaboración y 
comunicación intrasectoriales e intersec-
toriales entre las diversas instituciones y 
unidades especializadas en crimen orga-
nizado, VCMN, lavado de activos, pérdida 
de dominio, trata de personas y personas 
desaparecidas.

•  Establecer un mecanismo de asignación 
de recursos para la lucha contra la VCMN 
cometida en el marco del crimen organiza-
do, y la protección, indemnización y reinte-
gración de las víctimas. Ello puede incluir la 
creación de fondos específicos, la adopción 
de medidas que promuevan la recolección 
de recursos a través de impuestos y/o do-
naciones, así como la entrega de los bienes 
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•  Promover y llevar a cabo capacitacio-
nes del personal encargado de los casos de 
VCMN y todas sus manifestaciones, niñez, 
trata de personas, crimen organizado y de-
litos análogos, como el tráfico de drogas. 
Estas instituciones deben capacitarse no 
solo en la temática concerniente a su labor, 
sino especialmente en los temas afines, para 
que, durante sus acciones de persecución, 
investigación y sanción, puedan identificar 
correctamente la situación y encuadrarla 
en los distintos recursos normativos y de 
protección de las víctimas.

•  Incidir en cada país para la constitución 
de fondos específicos para mujeres y niñas 
víctimas de la violencia relacionada con la 
criminalidad organizada y la creación de 
mecanismos de dotación de recursos a di-
chos fondos. 

Considerar en los proyectos internacionales y 
nacionales de la sociedad civil y las organiza-
ciones internacionales, la necesidad de apoyo 
en materia de fondos para la protección, rein-
tegración y reparación de las mujeres y niñas 
víctimas de violencia en el marco del crimen 
organizado. 
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